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Temas:   
PAGO DE SUMAS DE DINERO ADEUDADAS POR CONDENA JUDICIAL / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “La situación planteada descansa en la vulneración de derechos que, para los accionantes, genera la posición de la entidad accionada, al abstenerse de efectuar el pago de la condena que se le impuso, pese a que desde agosto del año 2016, con la expedición de la Resolución No. 5987 de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se expidió el acto administrativo de rigor, con fundamento en la conciliación celebrada por los interesados en ese caso.(…) Estatuida pues, una herramienta jurídica procesal para conseguir la satisfacción de un derecho adquirido mediante sentencia judicial declarativa, dada su connotación, y tratándose del pago de sumas de dinero, no es la acción de tutela la vía adecuada para forzarlo, además de que le está vedado al juez constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de una acción de orden constitucional. Eventualmente procedería la acción, si la condena aludiera a una obligación de hacer, que no es el caso de ahora. (…) Será, entonces, dentro del escenario natural, legítimo e idóneo, concebido en la estructura jurisdiccional concerniente, en el que debe generarse para obtener el pago que aquí se reclama, producto de una sentencia de carácter administrativo que favoreció a los demandantes. Así que, en este contexto, por los hechos que se acaban de analizar, el amparo pedido se declarará improcedente, en lo referente al pago reclamado.”. DERECHO DE PETICIÓN / COMUNICACIÓN TELEFÓNICA DEL ESTADO DE LA ACTUACIÓN / NIEGA. “[E]s evidente que los accionantes elevaron una solicitud para el pago de la acreencia, producto de la cual se emitió la Resolución 5897 del 31 de agosto de 2016. De otro lado, el apoderado judicial de los interesados, recibió una comunicación del 13 de diciembre de 2016 (f. 17), mediante la cual se le informaba sobre la autorización para el desembolso de $29’823.344,oo, pero como ello no correspondía a la realidad, afirmó el profesional que fue necesario comunicarse por teléfono con funcionarios de la entidad, quienes le hicieron saber que se trataba de un error y que el trámite debía empezar otra vez, por algunos errores que se cometieron. Así fue aceptado en las respuestas que se recibieron en esta sede, en las que se explicó que faltaban unos poderes y otros documentos (f. 34 v), que se le pidieron al apoderado por vía telefónica (f. 46), para poder realizar el trámite de pago y realizar una consulta con la DIAN. (…) Pudiera pensarse que el derecho de petición se ha vulnerado, en la medida en que no se le ha hecho saber, por escrito, a los interesados, sobre estas circunstancias. Sin embargo, el mismo profesional que actúa a nombre propio y como asesor judicial de los restantes demandantes, señaló que, justamente, por comunicación telefónica, se le dio a conocer el impase que se presentó y cómo el pago de verificaría durante el presente año (f. 5), lo que ocurre, dice, es que no están sus mandantes, ni él como interesado, obligados a soportar la desidia de la administración y eso lo llevó a la promoción del amparo. Dicho en otros términos, si su comunicación fue telefónica, y por ese mismo medio se le explicó la situación, por difícil que se entienda que es para quienes esperan el pago, ya le fue brindada una respuesta y, por tanto, tampoco ese derecho se halla en juego, pues conoce perfectamente el trámite al que debe someterse, sin perjuicio, claro está, de que acuda al mecanismo ordinario del proceso ejecutivo que, ya se dijo, ha podido intentarse desde mucho tiempo atrás.”. 
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero quince de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00048-00

Acta Nro. 71 de febrero 15 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Viviana Upegui Velásquez,  Erika Marcela González Upegui, María Camila González Upegui, Esteban Perdomo Upegui, Daniela Morales Upegui, Jessica Alejandra Upegui Velásquez, Rubén Darío Díaz Velásquez, Nini Johana Díaz Velásquez, Nancy María Upegui Velasco y Eudoro Echeverri Quintana,  contra la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a la que fueron vinculados el Director Administrativo División de Asuntos Laborales del Consejo Superior de la Judicatura, el Profesional Universitario-Grupo Sentencias José Ricardo Varela Acosta y la División de Ejecución Presupuestal de la citada Dirección Ejecutiva.
ANTECEDENTES
   



Eudoro Echeverri Quintana, actuando a nombre propio y como apoderado judicial de los demás accionantes, promovió acción de tutela contra la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “de petición, debido proceso, mínimo vital, principio de confianza, acceso a la administración de justicia”, resquebrajados, afirma, por dicha entidad.
   



Narró, en resumen, que la Nación -Rama Judicial-Dirección Ejecutiva Nacional de Administración Judicial, fue condenada, a favor de los peticionarios, el 13 de julio de 2013 por el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira, en proceso de reparación directa, al pago de varias sumas de dinero, incluidas las costas judiciales. Con el fin de obtener la satisfacción pronta y expedita de la prestación, se celebró audiencia de conciliación, ante el Juzgado de conocimiento, en la que se acordó pagar el 80% de la condena impuesta. 
   



Durante los años 2015 y 2016, la accionada solicitó diferentes documentos, lo que fue acatado de conformidad; finalmente, expidió la Resolución 5987 del 31 de agosto de 2016, mediante la cual se ordenó el pago del fallo judicial, sin embargo, ello no se ha materializado; posteriormente ha tenido que remitir nuevamente por exigencia de esa oficina, muchos documentos que reposan dentro del proceso, como registros civiles de nacimiento, tarjetas de identidad, cuentas renovadas, con todos los gastos que eso implica.
  



Agregó que el 13 de diciembre de 2016, recibió un oficio del Director Administrativo de Asuntos Laborales, que le indicaba que una vez revisado el expediente del caso, se acreditaba el pago a su favor por la suma de $29’823.344.oo según orden número 253536316 del 12 de septiembre de 2016, por lo que previa gestión para obtener claridad sobre el tema, se reconoció que se trataba de un error y que, adicionalmente, lo hasta ahora surtido se cancelaba y debía iniciarse nuevamente el proceso para el pago, en tanto que el desembolso se haría efectivo para finales del segundo semestre del presente año.
 



Señaló que sus representados componen una familia  de extracción humilde y requieren urgentemente el pago de los perjuicios, por lo que es injusto que luego de haber atravesado un largo proceso judicial, no se haga efectivo el fallo, por la lentitud y negligencia de una entidad que cuenta con toda la infraestructura necesaria para pagar.


Pidió, en consecuencia, la protección de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, que se ordene a La Nación -Rama Judicial-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, que un plazo breve e improrrogable que se estime adecuado, dé cumplimento a la sentencia judicial presentada para el pago, sin exigir documentos adicionales a los ya aportados.
 
Anexó, entre otros documentos, copias de la Resolución No. 5987 del 31 de agosto de 2016 y de dos poderes que los accionantes le confirieron en los años 2011 y 2012 para iniciar la demanda de reparación directa, dirigidos al Tribunal Contencioso de Risaralda y al Juzgado Tercero Administrativo de Pereira.
Con auto del 3 de febrero se dio impulso a la acción promovida en favor de Viviana Upegui Velásquez, Érika Marcela González Upegui, María Camila González Upegui, Esteban Perdomo Upegui, Daniela Morales Upegui, Jéssica Alejandra Upegui Velásquez, Rubén Darío Díaz Velásquez, Nini Johana Díaz Velásquez y Nancy María Upegui Velasco; se vinculó al Director Administrativo División de Asuntos Laborales del Consejo Superior de la Judicatura, a quienes se corrió traslado por el término de 2 días para que ejercieran su derecho de defensa. Se solicitó aportar los documentos de identidad o registros civiles de nacimiento de Esteban Perdomo Upegui y Daniela Morales Upegui, que se anunciaron como menores de edad y no se reconoció personería al abogado que impetró la demanda por carecer de poder especial para la promoción del libelo.
Seguidamente, el profesional de derecho, adjuntó los poderes de los accionantes, adjuntó las tarjetas de identidad de los adolescentes mencionados, manifestó que él también es afectado, en virtud de que la Resolución 5987 citada, lo cobija con el pago de una suma de dinero a su favor por honorarios pactados, Además, reprochó la posición de la Sala de abstenerse de reconocerle personería para actuar en nombre de los demás intervinientes, dada la informalidad de los mismos que se presumen auténticos.
Por medio del abogado de la División Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se descorrió el traslado de la demanda para exponer que el Profesional Universitario del Grupo de Sentencias de la Dirección Ejecutiva, donde se encuentra la gestión de pago en discusión, informó que no fue posible registrar ante la División de Ejecución Presupuestal la orden de pago contenida en la Resolución No. 5987 del 31 de agosto de 2016, por cuanto se consignó allí que el pago a Jéssica Alejandra Upegui Velásquez se haría por intermedio de Viviana Upegui Velásquez, pero aquella es ya mayor de edad y se debe efectuar consulta ante la DIAN, para establecer las obligaciones pendientes con esa dirección; sumado al hecho de que por ser ya ciudadana, debe otorgar poder a su abogado o anexar documentación para recibir directamente su pago; que, además, el poder que confirió con la facultad de recibir, fue allegado a la entidad el 8 de noviembre de 2016, lo mismo que la certificación de cuenta bancaria de la señora Nini Johana Díaz, la cual se encontraba inactiva en el sistema financiero. También deben adelantarse unas actuaciones administrativas para realizar los correspondientes registros y validaciones ante el SIIF-Nación y se solicitó PAC el 6 de febrero del año en curso, para dar el respectivo cumplimiento. Por consiguiente, solicitó declarar superado el hecho que motivó la promoción de la demanda, ante la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales alegados.
Enseguida, con auto del día 9 y conforme a lo arrimado, se reconoció personería al abogado Eudoro Echeverri Quintana para actuar como representante judicial de los accionantes, a la par que se dispuso tenerlo como accionante y fueron vinculados José Ricardo Varela Acosta como Profesional Universitario-Grupo Sentencias y la División de Ejecución Presupuestal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 
Se pronunció el Director Administrativo, División de Ejecución Presupuestal, quien explicó por qué se procedió a la devolución, con destino a la División de Asuntos Laborales el 7 de septiembre de 2016, de la Resolución 5987 de esa misma anualidad, sin que a la fecha hubiere recibido una resolución aclaratoria sobre el particular. 
José Ricardo Varela Acosta, Profesional Universitario del Grupo de Sentencias, informó sobre el trámite que se ha surtido. 
CONSIDERACIONES

Sea lo primero señalar, respecto de la legitimación en la causa como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, y a propósito de la inconformidad que el profesional de derecho que asiste a los demandantes puso de presente en su escrito de folios 26 a 28, que al tenor de lo reglado por el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, ella puede ser promovida por el propio afectado de manera directa, pero también puede hacerlo por medio de su representante legal, o por conducto de apoderado judicial, mediante un agente oficioso, o valiéndose de la mediación del Defensor del Pueblo. La cuestión es que, como se hizo ver en el auto del 3 de febrero (f. 23), cuando se acude con apoderado judicial, es necesario aportar un poder especial que lo habilite para el reclamo constitucional, por cuanto el que se otorga para la promoción de un proceso de otra índole no habilita al abogado para demandar la protección de un derecho fundamental de su poderdante. Así, lo tiene decantado con suficiencia la jurisprudencia constitucional, citada en aquel proveído, tanto de la Corte Suprema de Justicia (por ejemplo, en el expedientes STC4544-2016, radicación No. 11001-02-03-000-2016-00782-00, sentencia del 13 de abril de 2016) como de la Corte Constitucional (v. gr. la Sentencia T-303 de 2016, para citar solo algunas de las más recientes sobre el particular), a cuya lectura se remite, en gracia de la brevedad. 
Así que los poderes que se arrimaron inicialmente no se se desecharon por allegarse en copias, o sin presentación personal, pues tiene claro la Sala que por disposición expresa  de la ley, en este tipo de asuntos se presumen auténticos (inc. 1º, art. 10 D. 2591 de 1991); se descartaron, se repite, por no ser especiales para el reclamo que ahora nos ocupa. 

Como esa falencia fue subsanada, no cabe reparo sobre la legitimación, que por activa corresponde a los demandantes en su calidad de beneficiarios de la condena, y por pasiva a la entidad accionada que dispuso el pago. 
Superada esta situación, se recuerda que el constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela, como un mecanismo breve y sumario, mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

 



La situación planteada descansa en la vulneración de derechos que, para los accionantes, genera la posición de la entidad accionada, al abstenerse de efectuar el pago de la condena que se le impuso, pese a que desde agosto del año 2016, con la expedición de la Resolución No. 5987 de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, se expidió el acto administrativo de rigor, con fundamento en la conciliación celebrada por los interesados en ese caso.
Pues bien, aun cuando la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario, está revestida de unas características especiales, entre ellas, la de la subsidiariedad, que se erige en causal de improcedencia cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa judicial, según lo prevé el numeral 1°, del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991.

  



Eso, para decirlo de entrada, es lo que ocurre en este caso, pues en los argumentos en que se apoya la parte solicitante para deprecar el amparo, relacionados con la falta de pago de la suma de dinero derivada de una condena a cargo del Estado, y a favor de los accionantes, se deja de lado que estos tienen expedito el camino, ante la jurisdicción de la contencioso administrativo, con el ejercicio de la acción ejecutiva como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías, para remediar lo que consideran que ha sido un dislate de la administración.

  



Ciertamente, el nuevo estatuto procesal administrativo (Ley 1437 de 2011), enseña, en su artículo 104, que: 

La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.

Igualmente conocerá de los siguientes procesos:

…

6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades.

  



Y más adelante precisa que constituyen títulos ejecutivos, entre otros, las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias; lo mismo que las decisiones en firme que se adopten en desarrollo de los mecanismos alternos de solución de conflictos, como la conciliación, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible (art. 297). Y para su ejecución, bastará que transcurran diez meses, después de la ejecutoria, si la entidad obligada no le ha dado cumplimiento (art. 299), término que, sea dicho, ya transcurrió, según se desprende de la Resolución 5987 del 31 de agosto de 2016 (f. 12 v.). 

  



Estatuida pues, una herramienta jurídica procesal para conseguir la satisfacción de un derecho adquirido mediante sentencia judicial declarativa, dada su connotación, y tratándose del pago de sumas de dinero, no es la acción de tutela la vía adecuada para forzarlo, además de que le está vedado al juez constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de una acción de orden constitucional. Eventualmente procedería la acción, si la condena aludiera a una obligación de hacer, que no es el caso de ahora. 

  



Sobre el particular, en lo que atañe a acciones de esta estirpe para el cumplimiento de sentencias judiciales, ha señalado la Corte Constitucional: 

Respecto de la procedencia de la acción de tutela para solicitar el cumplimiento de las decisiones que finiquitan un proceso judicial, la Corte ha reconocido, a través de una amplia y constante línea jurisprudencial, que el mecanismo constitucional resulta procedente, de manera general, cuando se está en presencia de una obligación de hacer. El ejemplo característico de este tipo de obligación ocurre cuando la sentencia judicial ordena el reintegro de un trabajador.
 
Situación contraria ocurre cuando se encuentra incorporada una obligación de dar. La jurisprudencia constitucional ha afirmado que el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo principal e idóneo para exigir el cumplimiento de éste tipo de obligaciones como lo son los procesos ejecutivos. Al respecto, la Corte ha señalado “que el proceso ejecutivo tiene la virtualidad de obtener el forzoso cumplimiento de aquello que se quiere eludir, mediante la aplicación de medidas que, como el embargo y posterior remate de los bienes del deudor, están en manos del juez, quien las lleva adelante pese a la resistencia del demandado, en los casos y dentro de las reglas procesales pertinentes”…. –negrillas y subrayas propias-
 
De esta manera, se puede concluir que el primer estudio que debe llevar a cabo el juez constitucional cuando resuelva una tutela cuya pretensión principal radique en el cumplimiento de una providencia judicial, es determinar el tipo de obligación que consagra la orden del fallo.
 
Ahora bien, lo anterior no significa que la acción de tutela siempre proceda para ordenar el cumplimiento de una sentencia que contiene una obligación de hacer; la naturaleza subsidiaria de la acción constitucional siempre prevalece y, por esa razón, además de la naturaleza de la obligación, debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable.
 
Aceptar una tesis distinta implicaría admitir que la tutela opera como un mecanismo ordinario dentro de los procesos judiciales, desnaturalizando así la acción. Este postulado cobra mayor fuerza cuando la obligación de hacer que se pretende hacer cumplir, tiene un carácter netamente monetario; en estos casos la Corte no puede admitir la procedencia automática de la acción de tutela, toda vez que hacerlo desnaturalizaría la acción.” 

  



Será, entonces, dentro del escenario natural, legítimo e idóneo, concebido en la estructura jurisdiccional concerniente, en el que debe generarse para obtener el pago que aquí se reclama, producto de una sentencia de carácter administrativo que favoreció a los demandantes. 
  



Así que, en este contexto, por los hechos que se acaban de analizar, el amparo pedido se declarará improcedente, en lo referente al pago reclamado.  
Ahora, como se ha invocado también la protección del derecho fundamental de petición, queda por ver si el mismo está en juego. El artículo 23 de la Constitución Nacional, dispone que toda persona tiene derecho a presentar solicitudes respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; en desarrollo de esa prerrogativa, se profirió la Ley 1755 de 2015. Sobre este derecho, ha precisado la Corte Constitucional
 que: 

… la respuesta al derecho de petición debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad
; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
, so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental.

 3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.”
En el caso de ahora, es evidente que los accionantes elevaron una solicitud para el pago de la acreencia, producto de la cual se emitió la Resolución 5897 del 31 de agosto de 2016. De otro lado, el apoderado judicial de los interesados, recibió una comunicación del 13 de diciembre de 2016 (f. 17), mediante la cual se le informaba sobre la autorización para el desembolso de $29’823.344,oo, pero como ello no correspondía a la realidad, afirmó el profesional que fue necesario comunicarse por teléfono con funcionarios de la entidad, quienes le hicieron saber que se trataba de un error y que el trámite debía empezar otra vez, por algunos errores que se cometieron. 

Así fue aceptado en las respuestas que se recibieron en esta sede, en las que se explicó que faltaban unos poderes y otros documentos (f. 34 v), que se le pidieron al apoderado por vía telefónica (f. 46), para poder realizar el trámite de pago y realizar una consulta con la DIAN. Adicionalmente, argumenta la entidad que es necesario realizar algunos registros y validaciones ante la SIIF – Nación, solicitar el PAC para el pago de sentencias del mes siguiente; que se ha relacionado el cumplimiento de la sentencia con apropiación destinada al 2017, con CDP de 2017, por lo que el grupo de sentencia solicitó el PAC el 6 de febrero del presente año, y se está generando la Resolución con los ajustes respectivos. 
Pudiera pensarse que el derecho de petición se ha vulnerado, en la medida en que no se le ha hecho saber, por escrito, a los interesados, sobre estas circunstancias. Sin embargo, el mismo profesional que actúa a nombre propio y como asesor judicial de los restantes demandantes, señaló que, justamente, por comunicación telefónica, se le dio a conocer el impase que se presentó y cómo el pago de verificaría durante el presente año (f. 5), lo que ocurre, dice, es que no están sus mandantes, ni él como interesado, obligados a soportar la desidia de la administración y eso lo llevó a la promoción del amparo. 

Dicho en otros términos, si su comunicación fue telefónica, y por ese mismo medio se le explicó la situación, por difícil que se entienda que es para quienes esperan el pago, ya le fue brindada una respuesta y, por tanto, tampoco ese derecho se halla en juego, pues conoce perfectamente el trámite al que debe someterse, sin perjuicio, claro está, de que acuda al mecanismo ordinario del proceso ejecutivo que, ya se dijo, ha podido intentarse desde mucho tiempo atrás.  

En síntesis, se declarará improcedente la acción en lo que a la solicitud de la orden de pago se refiere, y se negará en lo que toca con el derecho de petición. 




DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:
1.
DECLARAR IMPROCEDENTE la  acción de tutela interpuesta por Viviana Upegui Velásquez,  Erika Marcela González Upegui, María Camila González Upegui, Esteban Perdomo Upegui, Daniela Morales Upegui, Jessica Alejandra Upegui Velásquez, Rubén Darío Díaz Velásquez, Nini Johana Díaz Velásquez, Nancy María Upegui Velasco y Eudoro Echeverri Quintana,  contra la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a la que fueron vinculados el Director Administrativo División de Asuntos Laborales del Consejo Superior de la Judicatura, el Profesional Universitario-Grupo Sentencias José Ricardo Varela Acosta y la División de Ejecución Presupuestal de la citada Dirección Ejecutiva, en lo que atañe a la orden de pago solicitada. 
2.
NEGARLA en lo que respecta al derecho de petición. 


  


Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
  



A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA              

� Sentencia T-005 de 2015


� 	Sentencia T-.001 de 2015


� 	Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo. 


� 	En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite”. 


� 	Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008.





